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ACUERDO 28/2008, DE 27 DE FEBRERO, DEL PLENO DEL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA

I. A fecha de 17 de octubre de 2007 el Consejo aprobó, mediante el Acuerdo 260/2007, los “Criterios de interpretación de la letra c) del apartado 1 del artículo 93 de la Ley 22/2005, de la comunicación audiovisual de Cataluña”. El Consejo aprobó también someter dicho Acuerdo a consulta pública durante un periodo de un mes con el objetivo de recibir las correspondientes aportaciones, sugerencias y comentarios por parte de cualquier ciudadano interesado, previamente a su aprobación definitiva.
Una vez concluido dicho periodo de consulta pública a través de la página web del Consejo, y a la vista de las diferentes alegaciones presentadas, el Área Jurídica del Consejo ha informado de lo siguiente:

“INFORME EN RELACIÓN A LAS ALEGACIONES Y CONSIDERACIONES REALIZADAS DURANTE EL PERIODO DE CONSULTA PÚBLICA DEL DOCUMENTO ELABORADO POR EL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUÑA SOBRE LOS CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN DE LA LETRA C DEL APARTADO 1 DEL ARTÍCULO 93 DE LA LEY 22/2005, DE 29 DE DICIEMBRE, DE LA COMUNICACIÓN AUDIOVISUAL DE CATALUÑA”.
Antecedentes

Los Criterios de Interpretación de la letra c) del apartado 1 del artículo 93 de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña, fueron aprobados inicialmente por el Consejo del Audiovisual de Cataluña en el Acuerdo del Pleno 260/2007, de 17 de octubre. Mediante este Acuerdo también se consideró someter dicho documento a consulta pública durante un periodo de un mes con el objetivo de recibir las correspondientes aportaciones, comentarios y sugerencias por parte de cualquier persona interesada.   
Las alegaciones y consideraciones presentadas durante este periodo de consulta pública a la que ha sido sometido el documento elaborado por el Consejo del Audiovisual de Cataluña se pueden dividir en diversos grupos, según la naturaleza del sujeto que ha formulado las alegaciones o, en su caso, las consideraciones o sugerencias. 
Siguiendo esta lógica, el presente informe se ha estructurado en cuatro apartados en los cuales figuran las alegaciones que han presentado la Asociación Catalana de Radio y la Asociación Española de Radiodifusión Comercial; las consideraciones de la Asociación Televisiones Digitales de Proximidad, TV Costa Brava, Mola TV, Canal Taronja, CAT 4TV y ETV; las alegaciones formuladas por la Asociación Catalana de concesionarios privados de TDT (Asociación Catalana de Televisión) y las apreciaciones de la Asociación Catalana de Municipios y Comarcas.
1. Alegaciones que formulan las asociaciones de prestadores de servicios de radio

Las alegaciones formuladas por parte de la Asociación Catalana de Radio, suscritas también por la Asociación Española de Radiodifusión Comercial, pueden sistematizarse de la siguiente manera:

a) Inadecuación e improcedencia del instrumento utilizado

Se manifiesta que “los criterios de interpretación” han sido aprobados mediante un Acuerdo del Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña y que en referencia a este extremo cabe señalar: 
1. Que los “criterios de interpretación” no constituyen un acto administrativo singular o general del CAC, ya que no agotan su eficacia en una sola aplicación sino que se incorporan al ordenamiento jurídico con vocación normativa, constituyendo, pues, un reglamento encubierto.   
2. Dado que desarrollan la letra c) del apartado 1 del artículo 93 de la Ley 22/2005, debieran de haber sido objeto de ordenación mediante una Instrucción de conformidad con las previsiones establecidas en el artículo 117 de la Ley 22/2005, ya que constituyen una norma reglamentaria de desarrollo de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña.

3. De lo anterior se desprende que se ha infringido lo establecido en el artículo 62 de la Ley del Estado 30/1992, de 26 de noviembre, del régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común con el resultado de su nulidad de pleno derecho al haber prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido para la elaboración, aprobación y publicación de los Reglamentos.

b) Nulidad de pleno derecho del Acuerdo 260/07 para manifestar infracción del límite constitucional de materias reservadas a la Ley orgánica

Las asociaciones que alegan entienden que dicho Acuerdo afecta directamente a los derechos y libertades fundamentales expresamente reconocidos en el artículo 20 de la Constitución española. En este sentido, se manifiesta en la alegación que el artículo 9.1 de la Constitución impone una vinculación estricta a todo su contenido material, empezando por los derechos fundamentales, por lo cual el artículo 53.1 de la Constitución prevé que los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo Segundo del Título primero vinculan a todos los poderes públicos y sólo por ley.
En este sentido, consideran que el Consejo del Audiovisual de Cataluña vuelve a extralimitarse en la aprobación de los criterios de interpretación en tanto que con estos limita los derechos fundamentales a la expresión proclamados en el artículo 20 CE, artículo donde se garantiza la comunicación intelectual, a través de la cual se constituye una opinión pública libre; se trata pues de derechos esenciales para la formación de la opinión pública libre. Siguiendo con su discurso, estas asociaciones concluyen la fundamentación de esta alegación afirmando que estos criterios de interpretación elaborados por el Consejo del Audiovisual para saber cuando se encuentra ante publicidad política, contienen una fundamentación restrictiva de unos derechos fundamentales y, como tal, en cualquier caso debería venir regulado por ley orgánica.      
c) El Acuerdo del CAC limita gravemente los derechos y libertades fundamentales de expresión e información

Las asociaciones que alegan estiman que los “criterios de interpretación” afectan no sólo a los partidos políticos sino también a cualquier otro sujeto público o privado que emita opiniones políticas, sociales, religiosas o filosóficas. En este sentido, manifiesta que el paso de control de la publicidad política al control de la libertad de expresión es fácilmente franqueable. De esta forma, las asociaciones que alegan consideran que, con el pretexto de tutelar la prohibición de publicidad política, “puede producirse un control o censura absolutamente inadmisible en un estado de derecho, de las convicciones y manifestaciones sociales, religiosas, políticas y filosóficas”. Para concluir con esta alegación, se reitera su consideración relativa a que el Acuerdo de referencia es radicalmente ilegal e inconstitucional por limitar el ejercicio de los derechos y libertades fundamentales.
Respuesta: A la vista de los conceptos jurídicos indeterminados que incorpora la letra c del apartado 1 del artículo 93 de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña que califican la publicidad como “de contenido esencialmente político” y “dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza”, el Consejo ha estimado conveniente precisar el alcance de estas expresiones de manera que este organismo pueda determinar cuando un anuncio puede ser incluido dentro de la categoría de publicidad prohibida por el carácter esencialmente político de su contenido.
Con la publicitación de los criterios interpretativos de la letra c del apartado 1 del artículo 93 de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña, el Consejo ha querido dar a conocer a los prestadores de servicios de televisión los parámetros relativos a cómo interpretará este artículo para corregir la incertidumbre jurídica que se infiere de sus términos.

Las alegaciones a), b) y c) de la Asociación Catalana de Radio y la Asociación Española de Radiodifusión Comercial parten de una misma base: la consideración de los criterios interpretativos del Consejo como norma jurídica. En efecto, estas asociaciones entienden que una instrucción general del Consejo hubiera sido el instrumento más idóneo para desarrollar el contenido del artículo 93.1c) de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña. En coherencia con este hecho, sostienen que se ha infringido lo que establece el artículo 62 de la Ley del Estado 30/1992, de 26 de noviembre, por haber prescindido del procedimiento previsto para la elaboración y tramitación de disposiciones de carácter general.
A pesar de lo anterior, las asociaciones complementan su argumentación manifestando que los Criterios interpretativos del Consejo afectan a los derechos fundamentales, ya que el documento del Consejo contiene una fundamentación restrictiva de los derechos fundamentales a la libertad de expresión y de información y, como tal, en cualquier caso debería venir regulado por ley orgánica.    
Esta consideración general de nulidad de los criterios de interpretación del Consejo que manifiestan en su escrito debe ser desestimada dado que la naturaleza propia de unos criterios interpretativos difiere ampliamente de la de una disposición de carácter general. En este sentido, tal y como se decía anteriormente, mediante estos criterios el Consejo quiere dar a conocer las “reglas del juego” que seguirá para discernir si un anuncio se subsume en la categoría de publicidad prohibida. En este sentido, el precepto discutido no puede ser en ningún caso objeto de una instrucción general del Consejo ya que estas disposiciones tienen, con carácter general, el objetivo de desarrollar y clarificar las obligaciones de los prestadores de los servicios de comunicación audiovisual y establecer los procedimientos de verificación y tramitación de la documentación acreditativa del cumplimiento de estas obligaciones. 
d) El Acuerdo extralimita la Ley del Audiovisual de Cataluña y, por tanto, infringe el principio constitucional de jerarquía normativa (art. 9.3 CE)

Según se manifiesta en esta alegación, el artículo 93 de la Ley 22/2005 y el artículo 9 de la Ley del Estado 25/1994, por la cual se incorpora al ordenamiento jurídico estatal la Normativa 89/552/CEE, no apoderan al CAC para regular y limitar la publicidad política en el ámbito de la radiodifusión privada, y a que la Ley de 12 de julio de 1994 circunscribe la prohibición de “publicidad de contenido esencial y primordialmente político” a la televisión y en ningún caso a la radiodifusión privada. Según las asociaciones que alegan, este hecho llevaría a la nulidad de pleno derecho del Acuerdo 260/07 por aplicación de lo dispuesto en el artículo 62.2 de la Ley del Estado 30/1992 reformada por la Ley 4/1999.
Respuesta: En efecto, la prohibición que se establece en el artículo 93.1 c) de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña no es extensible a los servicios de radio a raíz de la derogación del artículo 108 de la misma Ley por parte de la disposición derogatoria de la Ley 11/2007, de 11 de octubre, de la Corporación Catalana de Medios Audiovisuales. 
Por tanto, y en consecuencia, la prohibición de emitir publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza se circunscribe únicamente a los prestadores de servicios de televisión.  
e) Inaceptable atribución de arbitrariedad al CAC

Las asociaciones consideran que el contenido y redacción de los “criterios de interpretación” son una fuente de discrecionalidad incontrolada y, por tanto, de arbitrariedad, prohibida expresamente por el artículo 9.3 de la Constitución.

Respuesta: Al contrario, los criterios interpretativos responden a la voluntad del Consejo de clarificar aquellos extremos de incertidumbre jurídica que puede conllevar la indefinición de la propia previsión de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña. 
2. Consideraciones formuladas por los prestadores de servicios de televisión digital local

Las consideraciones formuladas por parte de la Asociación de Televisiones Digitales de Proximidad, TV Costa Brava, Mola TV, Canal Taronja, CAT 4TV y ETV. Las consideraciones presentadas pueden sistematizarse de la siguiente manera: 
a) La Ley del Estado 25/1994 da más margen de interpretación que la Ley 22/2005

De los escritos de alegaciones se desprende el siguiente argumento: la norma estatal puede ser interpretada de una manera más amplia que la catalana, ya que mientras esta prohíbe “la publicidad de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza”, la norma estatal opta por prohibir “la publicidad de contenido esencial o primordialmente político, o dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza”, lo que significa que:
1. La Ley catalana prohíbe los mensajes publicitarios que cumplan una doble condición:

i. Que sean de contenido esencialmente político

ii. Que estén dirigidos a conseguir objetivos de naturaleza política

2. Por su parte, la Ley española prohíbe dos tipos de mensajes:

i. Los de contenido esencial o primordialmente político

ii. Los dirigidos a la consecución de objetivos de naturaleza política

De esta forma, los que suscriben los escritos de alegaciones consideran que siendo el CAC un órgano de naturaleza autonómica catalana y habiéndose pronunciado el Parlamento de Cataluña, mediante la reiteradamente citada norma 22/2005, sobre cómo quería que fuera aplicada en Cataluña la prohibición de la publicidad política, el posicionamiento del Consejo y la prevalencia normativa deben respetar escrupulosamente el texto catalán.

Respuesta: El Acuerdo del Pleno del Consejo 260/2007, de 17 de octubre, se ajusta al redactado del artículo 93.1c) de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña. La redacción del artículo de la ley catalana no diverge, a pesar de la inexistencia de la conjunción copulativa “o”, del supuesto contemplado en el artículo 9.1 c) de la Ley del Estado 25/1994, de 12 de julio, por la cual se transpone al ordenamiento jurídico estatal la Directiva 89/552/CEE.
b) La prohibición de la publicidad política no puede comportar una limitación a la participación de los ciudadanos en la “res publica”

En esta alegación se considera que la participación política de los ciudadanos y de sus entidades asociativas ni se puede reducir a la mera participación electoral ni se puede limitar, pues es precisamente con la generalización de las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación, dentro de las cuales se encuentra la radiodifusión televisiva, que las sociedades más avanzadas pretenden profundizar en la calidad de sus sistemas políticos democráticos y, consecuentemente, en la transparencia de las actuaciones de sus instituciones y en el incremento de la participación activa. En este sentido, manifiestan que una aplicación estricta de la propuesta de interpretación como la propuesta por el Consejo del Audiovisual de Cataluña prohibiría la publicitación por televisión de la puesta en marcha de una iniciativa legislativa popular, que requiere la obtención de un significativo número de firmas de apoyo.
Asimismo, las personas que alegan consideran que el documento de criterios interpretativos incorpora algunos conceptos claramente indeterminados como son el uso del concepto “menospreciar” las convicciones políticas, filosóficas o religiosas de las personas teleespectadoras”. Recordemos que menospreciar significa: “tener en menos, subestimar”. ¿Cómo se concreta este menosprecio? ¿Pueden ser, o no, “menospreciadas” unas convicciones políticas, filosóficas o religiosas de teleespectadores que atenten contra los derechos humanos? ¿Puede ser menospreciado el negacionismo del holocausto judío? ¿Y el de tantas aberraciones cometidas en nombre de ideas políticas, filosóficas y religiosas? Bajo los conceptos de “convicciones políticas, filosóficas y religiosas” se engloba la práctica totalidad del pensamiento humano.
Por tanto, entienden que la interpretación que propone el Consejo ultrapasa ampliamente la voluntad del legislador catalán y europeo y que consiguientemente debería ceñirse al estricto marco de actuación de las instituciones políticas, legalmente cualificadas como tales, y de las actuaciones ciudadanas dirigidas a promocionar estrictos intereses partidistas.

Finalmente, también quieren poner de manifiesto su posicionamiento en cuanto a la prohibición de emitir propaganda política. De hecho, son conscientes que está regulado en una ley española y, por tanto, no depende de los legisladores catalanes, pero aún así quieren decir que entienden esta prohibición como un trato discriminatorio de cara a las televisiones locales dado que son los únicos medios que tienen esta prohibición, ya que tanto la prensa como la radio pueden hacer cualquier propaganda política.        
Respuesta: Para empezar, en esta consideración se produce una confusión entre la participación de la ciudadanía y la emisión de publicidad política. El ámbito de aplicación del artículo 93.1 c) de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña se circunscribe a los contenidos publicitarios que se emitan por televisión1 y en ningún caso limita o condiciona la participación activa de la ciudadanía. 
En cuanto a la prohibición de emitir propaganda política en periodo electoral, téngase presente que, de acuerdo con la legislación en materia electoral, únicamente se permite la reserva de espacios gratuitos de espacios de propaganda electoral en las radios y televisiones locales públicas cuando el tipo de elección sea de ámbito municipal2. En el resto de elecciones se prohíbe que las radios3 y televisiones locales públicas (y obviamente las televisiones privadas) puedan emitir propaganda electoral de ningún tipo. La gratuidad de los espacios electorales de propaganda política responde a la voluntad por parte del legislador de garantizar el principio de igualdad y objetividad entre todos los actores políticos que intervienen en cualquier tipo de elección o referéndum. 
3. Alegaciones formuladas por la Asociación Catalana de concesionarios privados de TDT (Asociación Catalana de Televisión)

a) Sobre la definición del término “político”

Respecto a la definición del término “político”, la Asociación estima que la ampliación que se hace de este término, más allá de lo que se refiere a la promoción de partidos políticos en periodo electoral, no se basa en ningún fundamento legal.

Respuesta: Entre otros, se puede definir el término “político” como “la actividad de los que rigen o aspiran a regir los asuntos públicos”4 o como “el conjunto de teorías sobre el gobierno de la sociedad y de actividades prácticas relacionadas con la gestión de los asuntos públicos”5 como “la tarea que llevan a cabo los partidos políticos para conseguir sus objetivos”6. En este sentido, el documento de Criterios de Consejo no hace una ampliación sobre este término de lo que figura en el artículo 93.1 c) de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña, sino que integra, entre otras acepciones del término “político”, las reproducidas anteriormente.
b) Determinación del significado político de un anuncio

La Asociación considera que el documento de criterios elaborado por el Consejo del Audiovisual de Cataluña establece que para determinar el significado político de un anuncio se debe tener en cuenta: a) quién es el emisor del anuncio, y b) el significado o la finalidad política del mensaje. En este sentido, la Asociación considera que sería necesario especificar que para que un anuncio sea considerado publicidad prohibida de acuerdo con lo que prevé el artículo 93 c) de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña, es necesario que concurran los dos supuestos, o bien que se determine claramente en qué casos será suficiente sólo uno de los dos aspectos.
Respuesta: Aunque entendemos que con carácter general la concurrencia del primer supuesto podría ser determinante para subsumir la publicidad dentro de la categoría de publicidad prohibida por su carácter esencialmente político, esto no obsta para que haya casos en los que se necesitará la concurrencia de ambos para calificar el significado político del anuncio. Por tanto, entendemos que será necesario analizar caso por caso las características subjetivas del promotor del anuncio y el mensaje que se transmite, sin olvidar en ningún caso el contexto o coyuntura en que se realiza su emisión.
4. Consideraciones formuladas por la Asociación Catalana de Municipios y Comarcas

La Asociación Catalana de Municipios y Comarcas quiere poner de relieve que más que unos criterios para la interpretación consideran que se trata “de unos criterios que, contrariamente, contribuyen a generar más confusión entre los actores implicados”. Además, considera que la propuesta de acuerdo que se ha presentado “intenta segregar la difusión y la divulgación de determinados formatos televisivos respecto a la influencia y la interferencia de estos formatos en los ciudadanos”. Esta división es, a su entender, “una pretensión difícilmente alcanzable. (…) Es más, la libertad del ciudadano receptor también debe venir medida por la posibilidad de descodificar los mensajes televisivos que reciba. Sería esta una auténtica forma de considerar a los ciudadanos como personas con plena capacidad para ejercer sus derechos. Están en total desacuerdo con la posibilidad que apunta el borrador de texto de intentar realizar ampliaciones de lo que cabe considerar como “político” a efectos de su prohibición en materia publicitaria. Intentar definir qué es  “contenido esencialmente político o primordialmente político” es una aventura de tal magnitud que se corre el riesgo de limitar el concepto de lo que es “político”.
Aparte, la Asociación Catalana de Municipios y Comarcas estima que “el borrador del texto que propone el CAC realiza similitudes entre propaganda política y publicidad política. De ninguna manera estos pueden ser conceptos análogos. En el caso de la propaganda, hablamos de aquella difusión de productos electorales eminentemente gratuita que está sujeta a la LOREG. En el segundo caso, la publicidad política debería entenderse como aquello que queda fuera de la regulación de la LOREG.
Finalmente, y en aquello que el texto pueda influir en la radiodifusión de carácter público municipal, no ve la propuesta como “unos criterios con capacidad de introducir claridad interpretativa entre todos los productores y distribuidores de formatos televisivos publicitarios. Todo lo contrario. Creen que se trata de un texto que puede crear más confusión e incluso arbitrariedades entre los actores implicados”.   
Respuesta: En las consideraciones de la Asociación Catalana de Municipios y Comarcas había diversas cuestiones a tratar. En primer lugar, la relativa a la ingerencia de los poderes públicos en la libertad del “ciudadano receptor”. Sobre esta primera cuestión cabe tener presente que la prohibición del artículo 93.1 c) de la Ley de la comunicación audiovisual de Cataluña transpone con una cierta coherencia aquello que establece la letra c) del artículo 12 de la Directiva de Televisión sin Fronteras cuando dispone que la publicidad televisada no deberá atentar contra las “convicciones […] políticas” de las personas usuarias de los servicios de televisión. En efecto, la norma comunitaria establece un redactado esencialmente abierto, confiriendo a los estados miembros la potestad de transponer a sus ordenamientos jurídicos internos esta previsión, de acuerdo con su tradición democrática y audiovisual específica; y, en cualquier caso, conforme al Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH), en relación a la libertad de expresión, el ejercicio de la cual sólo limita cuando su ejercicio colisione con otros derechos susceptibles de protección.
A tal efecto, el artículo 10 del CEDH7 preconiza la libertad de expresión como un derecho fundamental e inalienable de la persona, que incluye “la libertad de opinión y la libertad de recibir o comunicar ideas sin que se pueda producir ingerencia de autoridades públicas y sin la consideración de fronteras”. A pesar de esto, el siguiente apartado del mismo precepto considera que el ejercicio de estas libertades puede ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones previstas por la legislación de cada estado miembro “cuando constituyan medidas necesarias en una sociedad democrática […] para la protección de los derechos ajenos […]”.
Esta literalidad de la norma ha sido recogida por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) que ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre el contenido y los límites de la libertad de expresión al afirmar que “[…] la libertad de expresión constituye uno de los fundamentos esenciales de una sociedad democrática y una de las condiciones básicas para su progreso y para la realización personal de cada individuo […]” y que “[…] esta libertad está sujeta a excepciones y restricciones […]” que “se deben establecer de manera razonada, particularmente cuando la naturaleza del discurso es de aspecto político y no comercial”8.

Por tanto, en la interpretación del TEDH, el CEDH avalaría la adopción de limitaciones a la libertad de expresión, en este caso, aplicadas al ámbito publicitario; una de estas restricciones sería la relativa a la prohibición de emitir publicidad esencialmente política dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza (restricción que, actualmente, consagran como previsión legal los artículos 9.1.c) de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por la cual se transpone al ordenamiento jurídico estatal la Directiva 89/552/CEE y 93.1.c) LCA).  En definitiva, la prohibición de este tipo de publicidad quiere prevenir el acceso indiscriminado a los medios de comunicación audiovisual de sectores y actores políticos y sociales con una importante capacidad de influencia sobre los mismos que, a la vez, les facilite la difusión de opiniones e idearios, con la posibilidad, por tanto, de crear estados de opinión y de influir en el proceso de toma de decisiones políticas.  
De acuerdo con lo anterior, el artículo 10 CEDH no otorgaría a ninguna persona física o jurídica el derecho (automático) de difundir libremente sus ideas o pensamientos políticos mediante la contratación de espacios publicitarios en los servicios de televisión (y radio). Los márgenes dentro de los cuales pueda ejercerse esta libertad vendrían fijados por las normas de derecho interno que, en su caso, adopte cada estado miembro. 
Así lo ha confirmado el TEDH, que en el asunto Halton contra el Reino Unido (2003) afirmó que “[…] Las autoridades nacionales disponen de la habilitación democrática directa y están, tal como la Corte ha venido reiterando en diversas ocasiones, en mejor posición […] para evaluar las necesidades y condiciones requeridas en su territorio, sobre todo en cuanto a asuntos de política general, donde las opiniones en una sociedad democrática pueden diferir ampliamente […]”.
En el Estado español, siguiendo la lógica establecida por los citados instrumentos internacionales –la DUDH y el CEDH–, el artículo 20.1 CE recoge la protección de la libertad de expresión como uno de los elementos estructurales de una sociedad democrática  garantes de la existencia de la formación de una opinión pública libre, limitando su ejercicio al respeto de los derechos reconocidos en la misma Constitución, en su Título II y en los preceptos de las leyes que los desarrollan9.

Es oportuno recordar que en el Estado español el artículo 9 de la Ley del Estado 25/1994, de 12 de julio, en sede de la publicidad en televisión, la televenta y el patrocinio televisivo establece en su apartado 1.c) como uno de los supuestos de publicidad y televenta prohibidas (para la televisión) “la publicidad de contenido esencial o primordialmente político o dirigida a la consecución de objetivos de tal naturaleza, sin perjuicio de lo establecido en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.”
En este marco, también el legislador catalán ha optado por introducir en la LCA una prohibición idéntica a la establecida por la norma estatal, que limita el ejercicio de la libertad de expresión en el ámbito publicitario en las emisiones de los prestadores de los servicios de televisión, entre otros, a aquellos contenidos publicitarios que tengan un “contenido esencialmente político dirigidos a la consecución de objetivos de esta naturaleza, sin prejuicio de lo que establece la normativa electoral”. 
Por tanto, a la vista de lo que hasta el momento se ha expuesto, parece clara la compatibilidad de la libertad de expresión –tal como la define nuestra norma cabecera (artículo 20.1 CE) – y de la prohibición de la publicidad de contenido esencialmente político, dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza, siempre que la prohibición se interprete, utilizando la terminología del TEDH, dentro de un “margen de interpretación restrictiva”, de tal forma –añadimos– que la prohibición no distorsione el ejercicio efectivo de esta libertad. 
En segundo lugar, la Asociación Catalana de Municipios y Comarcas estima que “el borrador del texto que propone el CAC realiza similitudes entre propaganda política y publicidad política”, y añade que “de ninguna manera estos pueden ser conceptos análogos”. En efecto, estos dos términos son diferentes y se utilizan en periodos temporales diferentes, la expresión “publicidad política” siempre fuera del periodo electoral, mientras que el concepto “propaganda electoral” se utiliza dentro del periodo electoral, de acuerdo con lo que establecen las diferentes normas reguladoras del régimen electoral en el Estado.
De acuerdo con lo anterior, el documento de criterios del Consejo estima que lo que es necesario distinguir fuera del periodo electoral es la mera propaganda (únicamente permitida en campaña electoral) de la difusión, promoción y divulgación de líneas de pensamiento y de filosofía política.

Barcelona, 6 de febrero de 2008
II. La interpretación del alcance de la prohibición de emisión de publicidad de contenido esencialmente político requiere de la autoridad de regulación, entre otras actuaciones, la elaboración de criterios que permitan delimitar de forma adecuada los conceptos que utiliza el artículo 93.1 c) de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación de Cataluña. Esta tarea de delimitación es necesaria dado que la expresión que califica a la publicidad como “de contenido esencialmente político dirigida a la consecución de objetivos de esta naturaleza” pide unos criterios interpretativos más precisos en base a los cuales el Consejo del Audiovisual de Cataluña pueda determinar cuando un contenido publicitario se subsume dentro de la categoría de publicidad prohibida por su carácter esencialmente político.
III. Uno de los medios utilizados por las diferentes autoridades de regulación, así como la propia Comisión Europea, de forma habitual, es el sometimiento de determinados proyectos de relevancia en sectores estratégicos a consulta pública. Este tipo de consultas que no se integran dentro de un procedimiento administrativo formalizado, permiten en cambio y gracias a las posibilidades que las actuales tecnologías de la información y comunicación ofrecen, facilitar la transparencia y la participación de los varios sujetos interesados en el marco del proceso de formación de los criterios decisorios de los organismos públicos, especialmente en aquellos casos en que nos hallamos ante sectores que presentan, desde el punto de vista regulador, una especial complejidad. 
En definitiva, sin prejuicio que el Consejo ejerza en su día las potestades que legalmente le corresponden en materia de interpretación y aplicación del correspondiente régimen jurídico concesional en relación con cada uno de los correspondientes prestadores, se ha considerado pertinente establecer, en el marco del presente procedimiento, y de forma general, los criterios de referencia. 
Por todo lo expuesto, el Pleno del Consejo del Audiovisual de Cataluña adopta los siguientes:

ACUERDOS

1. Aprobar los Criterios de interpretación de la letra c del apartado 1 del artículo 93 de la Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña, en relación con la publicidad política en televisión y a su consideración como publicidad prohibida, que se anexa al presente Acuerdo como parte integrante del mismo. 
2. Difundir dichos criterios mediante su publicación en la página web del Consejo.

Barcelona, 27 de febrero de 2008

Josep M. Carbonell i Abelló



Dolors Comas d’Argemir i Cendra
Presidente
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